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DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 217-03
MARTÍN GODÍNEZ JARA, CANDELARIO FLORES AVILA, PABLO ERNESTO GÓMEZ Y 
RENÉ ROBLES TREJO
MÉXICO
23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Martín Godínez Jara, Candelario Flores Ávila,  Pablo Ernesto Gómez Mendiola y René Robles Trejo
PETICIONARIA: 
Maribel Godínez Jara 
 

VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 5, 7, 8, 10, 11,  y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículos 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura
 

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
18 de agosto de 2003
 

 

I.
POSICIÓN DE LA PETICIONARIA
 
1. El 8 de marzo de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una petición presentada por Maribel Godínez Jara por la presunta responsabilidad internacional del Estado de México (en adelante el "Estado", “México” o el “Estado mexicano”), porque agentes policiales habrían detenido en forma  arbitraria y torturado a Martín Godínez Jara, Candelario Flores Ávila, Pablo Ernesto Gómez Mendiola y René Robles Trejo (en adelante, “las presuntas víctimas”), con el fin de obtener su confesión en un delito que no habrían cometido y por el cual fueron condenados a 20 años de prisión.
2. De acuerdo a información aportada por la peticionaria, el 4 de febrero de 1998, la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nayarit, inició una averiguación previa por el hallazgo de un cuerpo sin vida de una mujer en un cañaveral, en las afueras de la ciudad de Tepic, Nayarit. En la averiguación previa, la madre de la persona hallada sin vida, declaró que la última vez que vio con vida a su hija estaba con Martín Godínez Jara y sus amigos Candelario Flores Ávila, Pablo Ernesto Gómez Mendiola y René Robles Trejo.

3. Informa que el 6 de febrero de 1998, Martín Godínez Jara y Candelario Flores Ávila fueron detenidos por agentes de la Policía Judicial del Estado de Nayarit y conducidos a una camioneta de la Policía Judicial del Estado. Alegan que los trasladaron a una casa abandonada, donde los torturaron física y psicológicamente, para que se declararan culpables del homicidio de la mujer que había sido encontrada sin vida. Precisan que los agentes habrían zambullido sus cabezas en agua; puesto una bolsa de plástico en sus cabezas para impedirles respirar y; dado toques eléctricos detrás de las orejas diciéndoles que “así iba a ser hasta que se murieran o aceptaran haber matado a la muchacha”. No les quitaron las vendas. Posteriormente fue detenido Pablo Ernesto Gómez Mendiola y René Robles Trejo, quienes habrían sido torturados y amenazados para que también se declararan culpables. Alegan que el comandante de la policía, los agredió física y verbalmente, y que a René Robles Trejo, lo habrían golpeado y colgado de una ventana con las manos y pies amarrados, aparentando que lo lanzarían, y en repetidas ocasiones le apuntaron con una pistola en la cabeza. Señala que más tarde, las cuatro presuntas víctimas fueron trasladadas al cuarto de un hotel donde continuó la golpiza, siendo nuevamente trasladados a la casa abandonada. Añade que durante dos días y medio estuvieron incomunicados, privados de alimentación y bebida; hasta que les brindaron alimentos “sobre los cuales habían orinado”. Indica que posteriormente fueron trasladados a la Policía Judicial del Estado, donde fueron nuevamente amenazados. Informa que los agraviados firmaron ante el Agente del Ministerio Público documentos conteniendo sus declaraciones ministeriales sin conocer su contenido, enterándose después que en ellas confesaban haber violado y asesinado a la joven hallada sin vida. 
4. Según la peticionaria, a las presuntas víctimas se les “prefabricó” el delito de armas prohibidas y el delito de tránsito en su modalidad de placas sobrepuestas. Concretamente, alega que los agentes de Policía Judicial del Estado de Nayarit informaron que Martín Godínez Jara, Candelario Flores Ávila, Pablo Ernesto Gómez Mendiola y Rene Robles Trejo, se encontraban circulando a bordo de un vehículo, el cual portaba placas de circulación que no le correspondían, y que al practicarles una revisión de rutina, fueron halladas armas blancas en el interior del vehículo. En consecuencia, la peticionaria señala que se inició una averiguación previa en contra de los detenidos por los delitos antes señalados, en la cual también se les hizo firmar documentos conteniendo sus presuntas declaraciones ministeriales confesando tales hechos. Sostiene la falsedad de tales declaraciones indicando que las presuntas víctimas fueron detenidas de manera separada.
5. Informa que el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Ramo Penal del Partido Judicial de Tepic, Nayarit, inició un proceso penal por el delito de homicidio calificado y violación, así como por el delito de profanación de cadáveres y que el 9 de febrero de 1998, se emitió orden de detención en contra de las presuntas víctimas. Señala que cuando el 10 de febrero de 1998, se presentaron ante el Juez para rendir su declaración preparatoria, no ratificaron su declaración ministerial, expresando que habían sido víctimas de torturas y amenaza. 
6. A su vez, en el juzgado Segundo de Primera Instancia del Ramo Penal del Partido Judicial de Tepic, Nayarit, se inició otra causa penal contra las presuntas víctimas por los delitos de armas prohibidas y de tránsito. También en este proceso, cuando el 10 de febrero de 1998, los inculpados rindieron su declaración preparatoria manifestaron que no ratificaban sus respectivas declaraciones ministeriales por haber sido objeto de tortura. Informa que en ese momento personal del Juzgado dio fe judicial de las lesiones que presentaban las presuntas víctimas.

7. La peticionaria alega que las presuntas víctimas son inocentes de los delitos que se les imputaron, lo que surge de la declaración de varios testigos de los hechos y de las versiones que los imputaron dado que eran contradictorias.

8. El Juzgado Tercero de Primera Instancia del Ramo Penal del Partido Judicial de Tepic, Nayarit, el 10 de febrero de 2000, dictó sentencia condenatoria en contra de las presuntas víctimas, por los delitos de violación y homicidio calificado. A tres se les impuso 25 años de prisión y a Candelario Flores Ávila 32 años y 6 meses de prisión. La sentencia fue apelada y el 10 de octubre de 2000 el Pleno de la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nayarit redujo a 20 años la pena.  Los condenados interpusieron recursos de amparo que no prosperaron. 
9. En referencia al segundo proceso penal instruido en contra de las presuntas víctimas, se señala que el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Ramo Penal del Partido Judicial de Tepic, Nayarit, con fecha 26 de febrero de 1999, los condenó por el delito de portación de arma prohibida y el delito de tránsito en su modalidad de placas sobrepuestas. Candelario Flores Ávila y Pablo Ernesto Gómez Mendiola tuvieron una pena de 1 año de prisión y el resto, 2 años de prisión.
10. Alega que el 10 de febrero de 1998, interpuso una queja por los hechos denunciados ante la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos para el Estado de Nayarit. Como consecuencia, se inició una investigación en la cual se habría comprobado que un comandante de la Policía Judicial del referido Estado y cuatro agentes estatales habrían detenido ilegalmente y torturado a las presuntas víctimas. Precisa que el 30 de diciembre de 1998, la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos emitió la recomendación 17/98 a efectos de que se iniciaran procedimientos  administrativos en contra de los agentes investigados, como así también la correspondiente averiguación previa en sede penal. La recomendación no habría sido cumplida.

11. En suma, la peticionaria alega que solicitó la revisión de los casos de las presuntas víctimas, alegando que en su perjuicio se cometieron graves violaciones de derechos humanos, como detención arbitraria, tortura, y prefabricación de delitos, los que se habrían imputado en su contra y que aquéllas no cometieron, debiendo purgar una condena que atenta contra su dignidad humana.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
 
12. En su respuesta a la petición, el Estado señaló como resultado del análisis que realizó el área de Derechos Humanos de la Cancillería, fueron detectadas “notorias irregularidades por parte de agentes del Estado, tanto en la procuración como en la impartición de justicia, las que se tradujeron en violaciones a los derechos humanos de los señores Martín Godínez Jara, Candelario Flores Ávila, Pablo Ernesto Gómez Mendiola y René Robles Trejo”. En tal sentido, expresó su disposición para iniciar un procedimiento de solución amistosa.
13. Con respecto a la situación procesal de las presuntas víctimas, presentó información coincidente a la presentada por la peticionaria.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
 
14. La petición fue recibida el 8 de marzo de 2003. La CIDH dio traslado de la petición al Estado de México el 18 de agosto de 2003. El Estado mexicano presentó su respuesta mediante comunicaciones de fecha 12 y 24 de diciembre de 2003, de cuyas partes pertinentes se dio traslado a la peticionaria mediante comunicación del 30 de diciembre de 2003, en la cual además la CIDH indicó a ambas partes que se ponía a su disposición a fin de lograr un acuerdo amistoso. Durante el trámite de la presente petición ante la CIDH, el Estado informó de los avances de las negociaciones entre las partes para alcanzar un acuerdo amistoso.
15. El 14 de enero de 2004, el Estado remitió información adicional, adjuntando la copia de un acta de una reunión celebrada entre las partes. El 15 de julio de 2010, la Comisión solicitó información actualizada a ambas partes.
16. El 15 de octubre de 2010, el Estado informó sobre el interés de la partes de dar por concluido el trámite de la presente petición y solicitó que se concluya y se archive la petición. Al respecto expresó: “Habiendo acordado verbalmente con la señora Maribel Godínez Jara que con la pre-liberación inmediata de los peticionarios se cumpliría con la solución amistosa, el Estado inició las gestiones necesarias para lograrla, de manera que el 6 de mayo de 2004 los peticionarios ya habían quedado en libertad, resolviéndose de esa manera el asunto.” Las partes no presentaron ante la CIDH un acuerdo de solución amistosa.
17. El 27 de octubre de 2010, durante el 140° período ordinario de sesiones de la CIDH, el Estado presentó una escritura pública conteniendo la declaración de la peticionaria Maribel Godinez Jara, donde informa que ante la liberación de sus representados, no tiene interés en que la petición No. 217-03 siga vigente o en trámite ante la CIDH. Concretamente, indica que:

Que por ello desea dejar patente que no existe interés alguno en que esta petición siga vigente o en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, toda vez que sus representados se han dado por satisfechos con su preliberación. La que por cierto fue realizada de manera por demás expedita. Por lo que desea manifestar su conformidad para que este asunto se tenga por total y legalmente concluido y por consecuencia se determine su archivo definitivo
.

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
18. La petición fue presentada a favor de cuatro presuntas víctimas, respecto de las cuales se alegó que habrían sido detenidas arbitrariamente y torturadas por presuntos agentes estatales, con la finalidad de que confesaran su participación en delitos por los cuales fueron condenados a 20 años prisión. La peticionaria alega la inocencia de las presuntas víctimas. De acuerdo con la información aportada por las partes, las autoridades competentes mexicanas han adoptado las medidas pertinentes para gestionar la liberación de las presuntas víctimas, la cual se efectivizó el 6 de mayo de 2004. Con la referida liberación, las presuntas víctimas mediante su representante ante la CIDH, han manifestado que consideran satisfecha su pretensión ante el sistema interamericano y expresan su interés en concluir con el trámite de la presente petición.

19. De conformidad con el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión. De acuerdo al citado Reglamento, la manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente, proseguir el trámite en interés de proteger un derecho determinado.

20. En aplicación del citado artículo, habiendo la CIDH evaluado los argumentos del peticionario en su solicitud de desistimiento, decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Escritura Pública No. 13.713, Tomo XVI, Libro 9, folios 13741 al 13742. Declaración testimonial otorgada por la señora Maribel Godinez Jara. 





